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1. ASUNTO

Mediante este pronunciamiento, la Sala define lo pertinente en relación con la competencia funcional para conocer de la presente acción de tutela.

2. ANTECEDENTES 
Se recibió por reparto la presente acción de tutela instaurada por la señora Alexa María Ceballos Arango, quien aduce ser la representante legal de la sociedad TRANFENIX LOGISTICIS S.A.S. en contra de la Fiscalía 6ª Especializada de Ibagué, Tolima, por vías de hecho y vulneración de los derechos fundamentales al debido proceso y acceso a la administración de justicia, toda vez que dicha autoridad adelanta una investigación dentro en la que se encuentra involucrado un vehículo automotor tracto camión con placa SZZ-704 de propiedad de la aludida sociedad, el cual tiene inscritas unas medidas cautelares y el que no ha podido ser entregado, pese a las varias solicitudes que en tal sentido se han dirigido a la Fiscalía demanda.
Así mismo, la accionante puso de presente que luego de muchos aplazamientos por parte del Fiscal 6º Especializado demandado de la audiencia preliminar de solicitud de entrega del vehículo mencionado, la misma se pudo llevar a cabo el 18 de marzo de 2016 en la que se negó dicho pedimento y por lo tanto, la decisión fue apelada, correspondiéndole al Juzgado 4º Penal del Circuito con Funciones de Conocimiento el cual declaró sin fundamento dicho requisito por indebida sustentación.

Por lo anterior, solicitó: i) tutelar a la señora Alexa María Ceballos Arango, representante legal de TRANSFENIX LOGISTICS S.A.S. los derechos fundamentales invocados; ii) ordenar al Fiscal 6º Especializado de Ibagué, Tolima,  que dé continuidad al proceso de extinción de dominio, sin dilaciones y sin violación al debido proceso y al derecho de acceso a la administración de justicia y iii) advertir al fiscal de que no vuelva a generar este tipo de actuaciones “por estar atentando contra la administración de justicia y fines del estado”.
Adjuntó copias del certificado de tradición No.10553 de la Secretaría de Tránsito y Transporte de la gobernación de Cundinamarca  (folio 4).
3.  PARA RESOLVER SE CONSIDERA
Sería del caso proceder a admitir la presente acción de tutela y darle el trámite pertinente, si no fuera porque los parámetros que permiten deducir la competencia del Juez Constitucional se encuentran regulados en el Decreto 2591 de 1991, así como también en los Decretos Reglamentarios 306 de 1991 y 1382 de 2000.

En ese orden de ideas, el Decreto 1382 de 2000 en el numeral 2 del artículo 1º dispone:
 “cuando la acción de tutela se promueva contra un funcionario o corporación judicial, le será repartida al respectivo superior funcional del accionado. Si se dirige contra la Fiscalía General de la Nación, se repartirá al superior funcional del Juez al que esté adscrito el fiscal… (..)”

PARÁGRAFO: si conforme a los hechos descritos en la solicitud de tutela el Juez no es el competente, éste deberá enviarla al juez que los sea a más tardar al día siguiente de su recibo, previa comunicación a los interesados…”

Por su parte, el Decreto 1069 de 2015 dispuso sobre las reglas de reparto de la acción de tutela en el inciso 2º numeral 2 del artículo 2.2.3.1.2.1 consagra que: “Si se dirige contra la Fiscalía General de la Nación, se repartirá al superior funcional del juez al que esté adscrito el fiscal.”
Ahora bien, la Corte Constitucional en Auto 124 del 25 de marzo de 2009, estableció, entre otras precisiones, que el decreto 1382 de 2000 no constituye una regla de competencia sino de reparto de los asuntos de tutela, de manera que el funcionario a quien se le distribuya un determinado asunto no puede abstenerse de asumir su conocimiento pretextando falta de competencia
. Este criterio sin embargo comenzó a ser morigerado, y a través de un nuevo pronunciamiento plasmado en el Auto 198 del 28 mayo de 2009, aclaró en qué eventos es posible dirimir el supuesto conflicto de competencia aplicando las reglas del decreto 1382, y al efecto señaló la primera eventualidad, cuando el conocimiento de una demanda de tutela contra una alta Corte se le asigna a un funcionario judicial distinto de sus miembros. La segunda, cuando una tutela contra providencia judicial se reparte a un despacho diferente del superior funcional de quien la dictó.

Así mismo, se advierte la posible vinculación en la causa por activa al Juzgado 4º Penal del Circuito de Ibagué, despacho que según lo advirtió la actora decidió declarar sin fundamento el recurso de apelación interpuesto en contra de la decisión de no entrega del vehículo de placa SZZ-704 de propiedad de TRANSFENIX LOGISTICS S.A.S.
Significa lo anterior, que cuando ocurre un caso como el presente, es decir, mediante el cual se procura el amparo constitucional contra una providencia judicial, quien tiene la obligación de asumir el conocimiento, es el superior funcional del demandado. 
De acuerdo con las normas transcritas y a la situación fáctica propuesta por la accionante, como el que ostenta la condición de sujeto pasivo de esta acción es la Fiscalía 6ª Especializada de Ibagué, Tolima, y posiblemente el Juzgado 4º Penal del Circuito de esa ciudad, el competente para dirimir el asunto en primera instancia -de manera exclusiva- es el TRIBUNAL SUPERIOR –SALA PENAL DEL DISTRITO DE IBAGUE, TOLIMA, en razón del tipo de proceso y determinación que dio origen a la tutela, a donde se ordena remitir la actuación inmediatamente, atendiendo a lo establecido en el artículo 1 numeral 2 del Decreto 1382 de 2000, antes transcrito.
Por lo anterior, y en vista de que no se ha asumido el conocimiento de esta acción de tutela, la actuación será remitida a la SALA PENAL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE IBAGUÉ, TOLIMA, siguiendo las reglas de competencia referidas. Se ordena  informar de la presente decisión a la accionante.

Comuníquese y cúmplase,
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

(Con permiso)
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
Secretaria
� Teniendo en cuenta lo anterior, en el auto 124 de 2009 se establecieron “las siguientes reglas, las cuales son, simplemente, consecuencias naturales de la jurisprudencia constitucional tantas veces reiterada por esta Corte:  








     Un error en la aplicación o interpretación de las reglas de competencia contenidas en el artículo 37 del decreto 2591 de 1991 puede llevar al juez de tutela a declararse incompetente (factor territorial y acciones de tutela que se dirijan contra los medios de comunicación). La autoridad judicial debe, en estos casos, declararse incompetente y remitir el expediente al juez que considere competente con la mayor celeridad posible. 





     Una equivocación en la aplicación o interpretación de las reglas de reparto contenidas en el Decreto 1382 de 2000 no autorizan (sic) al juez de tutela a declararse incompetente y, mucho menos, a declarar la nulidad de lo actuado por falta de competencia. El juez de tutela debe, en estos casos, tramitar la acción o decidir la impugnación, según el caso. 





Los únicos conflictos de competencia que existen en materia de tutela son aquéllos que se presentan por la aplicación o interpretación del factor de competencia territorial del artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 (factor territorial y acciones de tutela que se dirijan contra los medios de comunicación). 





Estos serán decididos, en principio, por el superior jerárquico común de las autoridades judiciales involucradas o, en su ausencia, por la Corte Constitucional en su calidad de máximo órgano de la jurisdicción constitucional, de conformidad con las reglas jurisprudenciales que hasta el momento se han venido aplicando en esta materia.





Ninguna discusión por la aplicación o interpretación del Decreto 1382 de 2000 genera conflicto de competencia, ni siquiera aparente. Por tanto, en el caso de que dos autoridades judiciales promuevan un conflicto de competencia por este motivo, el expediente será remitido a aquella a quien se repartió en primer lugar con el fin de que la acción de tutela sea decidida inmediatamente, sin que medien consideraciones adicionales relativas a las normas de reparto. Lo anterior no obsta para que esta Corporación o el superior funcional al que sea enviado un supuesto conflicto de competencia, proceda a devolver el asunto, conforme a las reglas de reparto del Decreto 1382 de 2000, en aquellos supuestos en que se presente una distribución caprichosa de la acción de tutela fruto de una manipulación grosera de las reglas de repartos contenidas en el mencionado acto administrativo, como sería el caso de la distribución equivocada de una acción de tutela interpuesta contra una providencia judicial emanada de una de las Altas Cortes.”





� Del mismo modo y con relación a la regla previamente citada, tales excepciones, se presentarían en los casos en los que se advierta una manipulación grosera de las reglas de reparto, como cuando se asigna el conocimiento de una demanda de tutela contra una Alta Corte, a un funcionario judicial diferente a sus miembros; o, necesariamente, siguiendo esa misma directriz, en los casos en que se reparta caprichosamente una acción de tutela contra una providencia judicial, a un despacho diferente del superior funcional del que dictó el proveído.
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